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Prólogo 



La aprobación de la nueva Ley General Tributaria a finales del año 2003 culminó un largo proceso, finalmente acometido tras varios intentos efectuados con anterioridad, que permitió que la regulación de la norma de cabecera de nuestro Derecho Tributario se adaptara a los cambios que nuestro sistema fiscal ha tenido desde la reforma iniciada en 1978.

La Ley de 17 de diciembre de 2003 vino así a sustituir a la de 28 de diciembre de 1963 que, con sucesivas modificaciones, rigió el acontecer tributario en España. Esta norma fue una gran Ley y no cabe sino reconocer que la actualmente vigente es heredera de los principios y de la construcción que aquélla dibujó. No en vano todos los que nos dedicamos al Derecho Tributario hemos aprendido de ella, lo que asegura que su substrato es el cimiento que sustenta la construcción actual de esta rama del Derecho.

Una de las características de la nueva Ley es su carácter totalizador, que se concreta en un texto muy pormenorizado que aborda con vocación ciertamente agotadora todo el espectro sustantivo y procedimental de la relación jurídico tributaria. Se trata así de adecuar esta norma básica a la compleja realidad de las relaciones tributarias que afectan universalmente a todos los ciudadanos. Esta circunstancia podría hacer pensar que no resultara necesario un desarrollo reglamentario de la Ley. Sin embargo, más bien cabe concluir que el referido desarrollo había de quedar caracterizado por dos ideas. Por un lado, por el principio de simplificación, pues el amplio contenido de la Ley determinaba que no fuera conveniente reiterar reglamentariamente cuestiones ya abordadas en aquélla, descargando en gran medida el contenido reglamentario. Por otro, por la idea de aglutinar en cuatro grandes normas todo el complemento de la regulación legal, evitándose la dispersión de que adolecía el desarrollo reglamentario de la Ley de 1963. Es más, este diseño va a permitir que se complete por primera vez un verdadero desarrollo reglamentario general de la Ley, pues en vigencia de la precedente nunca llegó a existir un Reglamento General de Gestión Tributaria.

El proceso de elaboración de esos desarrollos reglamentarios se inició en mayo de 2004, y ha cristalizado ya en la aprobación de los Reales Decretos 2063/2004, de 15 de octubre, 520/2005, de 13 de mayo y 939/2005, de 29 de julio, que aprobaron respectivamente los Reglamentos Generales del régimen sancionador tributario, de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa y de Recaudación, respectivamente.

El proceso de tramitación, que se iniciará con el período de información pública del cuarto y último Reglamento, que tendrá por objeto la regulación de los procedimientos de gestión e inspección tributaria y la conformación de las normas comunes de todos los procedimientos de aplicación de los tributos, se va a concretar en este mes de enero de 2006, lo que permitirá su aprobación a lo largo de este año. Este Reglamento será el de más amplio contenido y el destinado a constituir el cuerpo de desarrollo básico de la Ley en cuanto a la regulación, ciertamente caracterizada por un extenso carácter codificador, de los principios y las normas generales de los procedimientos de aplicación de los tributos.

Esta obra versa sobre el nuevo Reglamento General de Recaudación, uno de los cuatro Reglamentos de desarrollo de la Ley. Cabe reconocer que esta materia tenía ya un cuerpo normativo suficientemente asentado a la vista de las normas que la precedieron. Esta circunstancia, unida a la derivada de la incorporación a la Ley de una regulación mucho más detallada en comparación con la existente en la anterior Ley, hace que el nuevo Reglamento suponga una continuación en el iter regulatorio de los procedimientos de recaudación. Ahora bien, tanto en su sistemática como en el intento de evitar la dispersión en el tratamiento de algunas materias el nuevo Reglamento supone un avance importante que esta obra describe de forma concreta y detallada.

Creo que no es necesario glosar este trabajo de Antonio MONTERO, pues el lector que lo emplee va a encontrar una adecuada respuesta a todas sus preguntas. Es difícil encontrar alguien más capacitado que Antonio para abordar el tratamiento de esta materia. Lo digo como amigo del autor, es obvio, pero, y esto es más importante, expreso este convencimiento desde mi experiencia profesional en el trabajo al servicio de la Administración tributaria. Conozco a Antonio hace muchos años dado que afortunadamente para mí buena parte de nuestras carreras profesionales han discurrido en puestos ubicados en el mismo centro de trabajo. Trabajamos juntos en Valencia, y siempre aprecié en él tanto la ponderación de juicio como el profundo conocimiento jurídico y técnico de los procedimientos recaudatorios. Tras unos años, nuestros caminos se han vuelto a encontrar al hacerse cargo Antonio de la Subdirección General de Tributos, unidad encargada en el centro directivo de pilotar el desarrollo reglamentario de la Ley General Tributaria. Sus años de experiencia en el área de Recaudación, tanto en la delegación de Valencia como ulteriormente en la de Madrid, unido a la asunción del trabajo de elaboración y tramitación de este Reglamento en la Dirección General de Tributos le avalan plenamente.

Baste pues dar la bienvenida a esta obra, agradecer a Antonio su elaboración y felicitarle por el trabajo realizado, pues su tarea nos permite disponer de un manual que nos acerca y facilita la comprensión del Reglamento General de Recaudación y su aplicación práctica en el desarrollo de estos procedimientos.
Madrid, 17 de enero de 2006José Manuel DE BUNES IBARRA

Director General de Tributos






Presentación 



El nuevo Reglamento General de Recaudación (en adelante NRGR), aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, es desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (en adelante LGT), en vigor desde el pasado 1 de julio de 2004. 

El nuevo texto ha realizado una actualización de la regulación en la materia introduciendo modificaciones en la normativa que en su día incorporó el RD 1684/1990, precepto que coincidió en el tiempo con la asunción por parte de la Administración del Estado de la función recaudatoria. 

A continuación presentamos, de modo introductorio, las principales novedades incorporadas por esta nueva norma. 

Una primera novedad que debe ser destacada es la modificación que se ha operado en la estructura del reglamento, que agrupa en un solo título toda la regulación en materia de competencias atribuidas a las distintas Administraciones tributarias, y lo referido a las actuaciones de terceros que participan en el desarrollo de la función recaudatoria, especialmente en lo que a los ingresos se refiere, superando la dispersión de la norma reglamentaria precedente. 

TÍTULO I -DISPOSICIONES GENERALES

En relación con el ámbito de aplicación de la nueva norma, y a diferencia de la anterior, el art. 1 NRGR se remite directamente a lo dispuesto en la Ley de la que es desarrollo, citando, como no podía ser de otra forma, la Ley General Presupuestaria, Ley 47/2003, de 26 de noviembre, sustituyendo la relación preexistente por la mención genérica a las demás leyes aplicables que establezcan recursos de naturaleza pública. 

Contiene el art. 2 del nuevo reglamento un concepto de gestión recaudatoria dentro del cual se establece la distinción entre deudas tributarias y sanciones tributarias, consecuencia de la LGT, utilizando, y sólo respecto de este reglamento, el término omnicomprensivo «deuda», para referirse a todos los créditos de naturaleza pública, y el término «obligado al pago», también con carácter generalista, para referirse a toda persona, física o jurídica, que deba satisfacer, total o parcialmente, dichas deudas. 

Con un afán claramente didáctico, el reglamento aclara la diferencia entre dos conceptos: período ejecutivo y procedimiento de apremio.

Respecto del primero se reafirma su naturaleza como período de cobro en sentido estricto y respecto del segundo se predica su carácter de procedimiento administrativo en sentido estricto (desarrollado por la administración, en este caso tributaria, para materializar dicho cobro dentro del citado período temporal, el período ejecutivo). 

Como quedó reflejado más arriba, el nuevo reglamento trata en sus primeros compases lo referente a las competencias de las Administraciones gestoras, actualizando la terminología usada, habida cuenta de la evolución experimentada como consecuencia, sobre todo de la utilizada en la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado y en la Ley General Presupuestaria, con un objetivo claramente homogeneizador; a este respecto hay que observar que el reglamento es desarrollo de una norma específicamente tributaria que, por su propia naturaleza, no es coincidente con las dos más arriba citadas, en cuanto a la terminología empleada en unas y otras para referirse a las distintas administraciones, órganos o entes que deben aplicar el reglamento para desarrollar la función recaudatoria. 

En orden a conseguir la homogeneidad a que hacemos referencia, se regula conjuntamente la recaudación por la Hacienda pública estatal y por las entidades de derecho público estatales, atribuyendo las distintas competencias para la recaudación en período voluntario y en período ejecutivo, incorporando las especialidades de los Organismos autónomos del Estado y estableciendo la competencia para la recaudación, por el Estado, de recursos de otras Administraciones públicas nacionales, extranjeras o internacionales o supranacionales. 

Por lo que se refiere a las comunidades autónomas el nuevo reglamento (menos intervencionista que el precedente, como consecuencia de que la regulación competencial de dichas Administraciones se encuentra regulada a nivel legal, como se observará en los correspondientes comentarios) señala a través de qué estructuras organizativas podrá realizar la comunidad autónoma la gestión recaudatoria de las deudas cuya gestión tengan atribuida, debiendo tenerse en cuenta a estos efectos el distingo entre tributos propios y tributos cedidos. 

En el ámbito de las entidades locales, el criterio seguido por el reglamento es idéntico al señalado para la administración autonómica; al estar establecida en norma de rango legal dicha regulación, tan sólo se hace referencia a la posible estructura organizativa recaudatoria. 

En relación con las comunidades autónomas y con las entidades locales, es preciso tener en cuenta que la aplicación del NRGR por dichas Administraciones se deriva directamente de lo establecido en el artículo 1 de la LGT, sin que el reglamento contemple norma sobre supletoriedad del mismo, por innecesaria, habida cuenta, de nuevo, de lo dispuesto en la legislación por la que se han de regir en esta materia las citadas administraciones. 

Desde una óptica estrictamente organizativa, el reglamento regula la prestación del servicio de caja y todo lo referente a la condición de entidad colaboradora, diferenciando ambos conceptos: las entidades de crédito son objeto de regulación desde la doble posición que pueden ostentar, bien como prestadoras del servicio de caja o bien como entidad colaboradora en sentido estricto (o ambas, en casos concretos). 

En ese sentido se ha de destacar, sin embargo, que se hace referencia expresa a qué entidades pueden, dentro de las que tienen la condición de entidades de crédito, prestar el servicio de caja y actuar como colaboradoras, predicándose dicha posibilidad, ambas, sólo de los bancos, cajas de ahorro y cooperativas de crédito, ya que en nuestro ordenamiento el concepto de entidad de crédito engloba a otro tipo de entidades, además de las citadas. 

En relación con las facultades de los órganos de recaudación, la regulación incorporada al NRGR es consecuencia directa de las remisiones que realiza la LGT, por lo que, en coherencia con lo dispuesto en la ley, las remisiones en lo que a facultades de los órganos de recaudación toca se realizan a los artículos 93, 94, 142 y 146 del texto legal. 

En materia de ingresos la regulación precedente adolecía de un cierto grado de dispersión, mientras que el nuevo texto trata de integrar las dos fases por las que, cronológicamente, han de transitar los ingresos en el marco de la gestión recaudatoria, estableciendo en primer lugar cómo, dentro del procedimiento recaudatorio, han de realizar los ingresos los obligados al pago, para posteriormente, y sin solución de continuidad, regular cómo han de integrarse estos ingresos en las cuentas del Tesoro desde los distintos receptores de los mismos. 

En relación con las entidades colaboradoras, elemento básico en el esquema tributario español, el NRGR, como ya lo hacía su precedente, establece la mecánica para acceder a tal condición, especificando las consecuencias de una actuación inadecuada de las mismas, del incumplimiento de las obligaciones que como tales entidades les incumben; en este terreno es de destacar la nueva redacción dada a las situaciones que pueden estar en el origen de las diversas responsabilidades exigibles a la entidad.

TÍTULO II - LA DEUDA

Desde una perspectiva menos procedimental, contiene el NRGR también referencias a las formas de extinción de la deuda, debiendo hacerse una primera consideración en este terreno: la nueva LGT contiene una estructura de detalle hasta ahora desconocida en el ámbito tributario, de forma que muchas materias que hasta ahora estaban reguladas en norma reglamentaria ahora lo están en la propia ley, por lo que el nuevo reglamento ha evitado, como regla general, reiterar aquello que ya ha sido objeto de regulación en la norma de rango legal. 

Como consecuencia de lo anterior, en el texto no figuran los preceptos que el anterior reglamento dedicaba a la regulación de los obligados al pago; el reglamento, en su comienzo, hace una referencia al concepto genérico de obligado, sin matizar la condición de aquel como sujeto pasivo, sustituto, responsable, sucesor, etc., ya que es la ley la que regula tales figuras. 

La forma básica de extinción de la obligación, al menos desde la óptica recaudatoria sigue siendo el pago, por lo que el reglamento dedica al mismo la mayor parte del articulado de este título bajo diversas rúbricas: legitimación, lugar, forma, medios, aplazamientos y fraccionamientos, otras formas de extinción y baja por insolvencia. 

En esta materia son varios los aspectos dignos de ser señalados en esta introducción a la obra, como la regulación de los medios de pago en efectivo, en la que se incluyen nuevos medios como la tarjeta de crédito y débito, la transferencia y la domiciliación bancaria, o la regulación que se contiene del cheque como medio de pago, respecto del que se establecen los requisitos de dichos instrumentos deben cumplir y el riesgo que asume la entidad que acepte aquellos en que no concurran los mismos, concretándose también cuando se produce el efecto liberatorio del pago efectuado mediante este medio. 

Como ya se apuntó más arriba, la introducción de la tarjeta de crédito y débito como medio de pago se realiza con determinadas limitaciones, de forma que se ciñe su uso a las entidades que presten el servicio de caja, estableciéndose como limitaciones la no simultaneidad de este medio con otros para un mismo documento de ingreso y la no minoración del ingreso a realizar por la entidad por comisiones de ningún tipo. 

Con el mismo carácter se regula la transferencia y la domiciliación bancaria, señalando respecto de la primera el momento en que se entenderá producida la liberación del obligado al pago, limitándose el uso de este medio a las entidades que presten el servicio de caja, mientras que la regulación de la domiciliación bancaria se hace más flexible, por cuanto que se hace referencia a que, bajo determinadas condiciones que serán establecidas por la Administración, pueda domiciliarse el pago en cuentas de terceros, con una especial mención a dicha posibilidad en el caso de que juegue lo dispuesto en el artículo 92 de la LGT. 

Importantes modificaciones se contienen en la regulación del pago en especie que, como consecuencia de lo previsto en la LGT, es utilizable tanto en período voluntario como ejecutivo, estableciendo el reglamento, entre otros aspectos, los efectos de la solicitud, los efectos de la denegación y de la aceptación. 

Novedad a destacar en el texto es la regulación de la concurrencia en el tiempo de los denominados tributos incompatibles, esencialmente IVA y Transmisiones Patrimoniales y AJD, que desarrolla lo establecido en el artículo 62.8 de la LGT, estableciendo las reglas de recaudación a seguir una vez determinado el tributo que resulte procedente, con una ejemplificación de los distintos supuestos que pueden presentarse en función de que la liquidación procedente sea la primera o la segunda de las practicadas, previendo el supuesto de que por parte del interesado se hubiese realizado el ingreso en ambos casos, fijando la forma de actuar. 

Sin salir de la extinción de la obligación por pago, el nuevo reglamento realiza una regulación más pormenorizada de la figura de los aplazamientos y fraccionamientos de la deuda, partiendo de la configuración de los mismos como una forma de regularización integral de la situación del obligado, en la búsqueda de una solución global a la situación de endeudamiento tributario, vinculando en dicha solución tanto la estructura del acuerdo de concesión, como la situación de las deudas en el momento de formularse la solicitud y la configuración de la garantía prestada para obtener el aplazamiento o fraccionamiento, de forma que todos los factores influyen, tanto en la fase de tramitación y eventual concesión, como en las consecuencias que un hipotético incumplimiento pueda tener. 

En esa regulación de mayor detalle se establecen de forma prolija los requisitos de la solicitud de aplazamiento y fraccionamiento, regulando lo referente a la subsanación de defectos y, por primera vez, con el establecimiento de causas de inadmisión de las mismas. 

Como requisito consustancial al uso de estas figuras, se contienen las normas de aplicación en materia de garantías: plazos, bienes, formalización, consecuencias de la falta de formalización, dispensa total o parcial, etc., siendo relevante la ejemplificación que se contiene en la determinación de los supuestos de incumplimiento del acuerdo de concesión que pudiese dictarse. 

Otra gran fórmula de extinción, clásica en nuestro derecho, es la solicitud de compensación de deudas, también objeto de regulación en la LGT in extenso, incorporando el nuevo reglamento normas procedimentales, con el ya característico distingo entre compensación a instancia del obligado o de oficio. 

Indirectamente relacionada con la compensación, también es objeto de regulación la figura de la deducción sobre transferencias, dirigido a la satisfacción de deudas que las distintas Administraciones puedan tener con el Estado, por lo que su ámbito de aplicación está totalmente limitado. Lo que incorpora el nuevo reglamento es el procedimiento para aplicar este sistema, mediante la incorporación del carácter contradictorio al mismo. 

En un reglamento de recaudación es irrenunciable la referencia a la declaración de insolvencia de los deudores y a la posterior declaración como incobrables de los créditos, una vez desplegadas sin éxito las facultades que la norma atribuye a la administración titular de aquellos; por ese motivo se regula en el texto la denominada baja provisional por insolvencia, materia en la que la LGT introdujo novedades. 

TÍTULO III - RECAUDACIÓN EN PERÍODO VOLUNTARIO Y EN PERÍODO EJECUTIVO

El procedimiento de apremio se configura, en sí mismo, como una garantía del crédito público; sin embargo en nuestro ordenamiento existen garantías específicas que protegen aquel; el nuevo reglamento contiene menciones expresas al derecho de prelación, al derecho de afección, al derecho de retención y a los distintos tipos de hipotecas que pueden constituirse a favor del crédito público. 

Inmersos en pleno procedimiento de apremio, el reglamento desarrolla su contenido de forma cronológica, dedicando los sucesivos artículos al desarrollo del mismo, desde su inicio mediante la incorporación de la regulación de la providencia de apremio y de su notificación, pasando por las posibilidades de suspender dicho procedimiento, hasta la regulación de los embargos de bienes y derechos del deudor, incorporándose una serie de reglas que son de aplicación general con independencia del tipo de embargo de que se trate y reglas específicas adaptando la actuación de los órganos de recaudación en función de la naturaleza del bien o derecho. 

En este ámbito, el reglamento desarrolla lo dispuesto en la LGT, siguiendo el orden allí establecido para la realización de los embargos, siendo de destacar, por su mayor amplitud, la regulación que se realiza de los embargos de bienes inmuebles, pudiéndose predicar un elevado grado de continuismo en la regulación reglamentaria, en todos los casos, respecto de la precedente, al igual que en materia de depósito de bienes, actuación ésta conexa al embargo en sí. 

En contraposición al continuismo a que se hizo referencia en materia de embargos, la norma reglamentaria ha evolucionado de forma significativa en materia de enajenación de bienes y derechos, ya que si bien se siguen desarrollando los grandes procedimientos contenidos en la ley, a saber, subasta, concurso, adjudicación directa y adjudicación de bienes a la Hacienda pública, el primero citado flexibiliza su regulación buscando la mayor concurrencia posible, reforzando el objetivo de tales procedimientos: la realización del bien o derecho y la obtención de líquido suficiente para cubrir los débitos. 

Mención especial debe hacerse en este campo a la regulación menos rígida de los plazos de pago para el licitador, a la participación de terceros mediante la colaboración social, a la cesión del remate a terceros y a la formalización de la adjudicación. 

En su última parte el NRGR se dedica a la regulación de varias figuras jurídicas que con frecuencia se superponen al desarrollo del procedimiento de apremio contra el deudor, realizándose una regulación más prolija de las tercerías de dominio y de mejor derecho, y profundizando en los supuestos de concurrencia entre el procedimiento de apremio con los universales (concursales).

TÍTULO IV - PROCEDIMIENTO FRENTE A RESPONSABLES Y SUCESORES

El NRGR desarrolla determinados aspectos de la regulación contenida en la LGT adaptando el procedimiento a las nuevas premisas legales, que afectan a la declaración de responsabilidad, a la extensión de la misma y a determinadas certificaciones a expedir por la Administración en supuestos concretos. Además, se adapta la regulación procedimental en materia de sucesores a los cambios operados como consecuencia de la nueva sistemática de recargos establecida en la Ley.

TÍTULO V - DISPOSICIONES ESPECIALES

Por último el nuevo reglamento desarrolla la previsión legal en materia de responsabilidad civil por delito contra la Hacienda pública, estableciendo normas por las que habrá de regirse la actuación administrativa en la recaudación de dichas responsabilidades. 
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TÍTULO IV - PROCEDIMIENTO FRENTE A RESPONSABLES Y SUCESORES

Capítulo I - Responsables(Arts. 124 a 126)

Capítulo II - Sucesores(Art. 127)

TÍTULO V - DISPOSICIONES ESPECIALES(Art. 128)

DISPOSICIONES ADICIONALES (1.ª a 4.ª)

DISPOSICIONES TRANSITORIAS (1.ª a 3.ª)

DISPOSICIÓN FINAL ÚNICA






Artículo 1: Ámbito de aplicación 





1. Este reglamento regula la gestión recaudatoria de los recursos de naturaleza pública en desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, y de las demás leyes que establezcan aquéllos.

2. Este reglamento será de aplicación en los términos previstos en el artículo 1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.





Normativa relacionada

Art. 1 LGT 2003. Objeto y ámbito de aplicación. 1. Esta ley establece los principios y las normas jurídicas generales del sistema tributario español y será de aplicación a todas las Administraciones tributarias en virtud y con el alcance que se deriva del artículo 149.1.1.ª, 8.ª, 14.ª y 18.ª de la Constitución.

2. Lo establecido en esta ley se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en las leyes que aprueban el Convenio y el Concierto Económico en vigor, respectivamente, en la Comunidad Foral de Navarra y en los Territorios Históricos del País Vasco.

Normativa anterior

Art. 2 RGR 1990. Régimen legal. La gestión recaudatoria del Estado y sus Organismos autónomos se regirá:


	
a)Por las Leyes Generales Presupuestaria y Tributaria.


	
b)Por las normas que regulan los tributos y demás recursos objeto de la gestión recaudatoria.


	
c)Por los tratados, acuerdos, convenios y demás normas internacionales o emanadas de Entidades internacionales o supranacionales, aplicables a dicha gestión.


	
d)Por el presente Reglamento y sus normas de desarrollo.




Art. 5 RGR 1990. Gestión recaudatoria de las Comunidades autónomas. 1. La gestión recaudatoria de las Comunidades autónomas está atribuida a las mismas. Cuando se trate de tributos cedidos será de aplicación directa lo dispuesto en este Reglamento.

2. En la gestión recaudatoria de los tributos y otros recursos de derecho público propios de las Comunidades autónomas, este Reglamento tendrá el carácter de supletorio, respecto del derecho propio de la Comunidad. (...)

Art. 6. RGR 1990. Gestión recaudatoria de las Entidades Locales. 1. De conformidad con el artículo 12 de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, este Reglamento es aplicable directamente a las Entidades Locales. (...)

COMENTARIO

En el apartado primero del precepto objeto de comentario se contiene una declaración en la que señala qué normas han de considerarse desarrolladas por el NRGR: 


	
— La Ley General Tributaria 

	
— La Ley General Presupuestaria 

	
— Cualquier otra ley que establezca recursos de derecho público 



Si hubiésemos de buscar norma análoga en el anterior reglamento probablemente deberíamos acudir a su artículo 2, transcrito más arriba, si bien la correspondencia no es total. 

El apartado 2 del artículo 1 del NRGR hace referencia a su ámbito de aplicación, superando la redacción del reglamento precedente, por cuanto aquél es necesariamente coincidente con el ámbito de aplicación establecido en la norma legal de la que es desarrollo, fijado en el artículo 1 de la LGT. 

Se omiten referencias a la aplicación supletoria del reglamento por parte del resto de las Administraciones públicas territoriales (comunidades autónomas y corporaciones locales), por innecesarias. 

Respecto de la administración autonómica, y en lo tocante a los tributos propios, será de aplicación la norma procedimental que pueda aprobarse por las mismas, siendo de directa aplicación la norma ahora aprobada por el Estado en lo que se refiere a la gestión recaudatoria de los tributos cedidos. 

A este respecto, es preciso recordar que el artículo 19 de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de financiación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con Estatuto de Autonomía, señala en su apartado 1: 


«Los tributos cuyo rendimiento se cede a las comunidades autónomas se regirán por la Ley General Tributaria, la Ley de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, los Convenios o Tratados internacionales, la Ley propia de cada tributo, los Reglamentos generales dictados en desarrollo de la Ley General Tributaria y de las Leyes propias de cada tributo, las demás disposiciones de carácter general, reglamentarias o interpretativas, dictadas por la Administración del Estado y, en los términos previstos en este Título, por las normas emanadas de la Comunidad autónoma competente según el alcance y los puntos de conexión establecidos en el mismo. 

La terminología y conceptos de las normas que dicten las Comunidades autónomas se adecuarán a la Ley General Tributaria.» 



Dicho precepto desarrolla lo establecido en el artículo 19 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las comunidades autónomas. 

La misma Ley 21/2001, de 27 de diciembre, establece en su artículo 48 el alcance de la delegación de competencias en relación con la recaudación de los tributos cedidos, señalando: 


«1. Corresponderá a las Comunidades autónomas la recaudación: 

a) En pago voluntario y en período ejecutivo, de los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones, Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, Determinados Medios de Transporte, Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos y de los Tributos sobre el Juego. 

b) En pago voluntario las liquidaciones del Impuesto sobre el Patrimonio practicadas por la Comunidad autónoma, y en período ejecutivo todos los débitos por este Impuesto. 

2. No obstante, la anterior delegación no se extenderá al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados cuando el mismo se recaude mediante efectos timbrados, sin perjuicio de la atribución a cada Comunidad autónoma del rendimiento que le corresponda. 

3. En lo que se refiere al aplazamiento y fraccionamiento de pago de los tributos cedidos a que se refiere este artículo, corresponderá a cada Comunidad autónoma la competencia para resolver de acuerdo con la normativa del Estado, incluso en el caso de auto-liquidaciones que deban presentarse ante la Administración tributaria del Estado.» 



Por otra parte, el artículo 49 del mismo cuerpo legal, al regular la gestión recaudatoria de las Comunidades autónomas, establece: 


«1. Las Comunidades autónomas podrán organizar libremente sus servicios para la recaudación de los tributos cedidos a que se refiere el artículo anterior. 

2. La gestión recaudatoria que realicen los servicios a que se refiere el apartado anterior, se ajustará a lo dispuesto en la normativa del Estado, asumiendo los órganos correspondientes de las Comunidades autónomas las potestades atribuidas en la citada normativa del Estado. 

3. La recaudación de las deudas tributarias correspondientes a los tributos cedidos a que se refiere el artículo anterior podrá realizarse directamente por las Comunidades autónomas o bien mediante concierto con cualquier otra Administración pública. 

De la misma manera, cualquier otra Administración pública podrá concertar con la Comunidad autónoma competente por razón del territorio, la recaudación del rendimiento de sus tributos en dicho territorio, a través de los servicios que establezca al amparo del apartado 1 de este artículo.» 



Añadir al comentario, por último, lo que establece el artículo 149 de la Constitución Española en su apartado 3, in fine: «(...) El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades autónomas.» 

En el marco de las corporaciones locales, la aplicación del NRGR deriva de su propia norma reguladora, ya que, según disponía el artículo 10 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales: 

«En la exacción de los tributos locales y de los restantes ingresos de derecho público de las entidades locales, los recargos e intereses de demora se exigirán y determinarán en los mismos casos, forma y cuantía que en la exacción de los tributos del Estado.» 


El artículo 12 del mismo texto establecía en su apartado primero lo siguiente: 

«La gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos locales se realizará de acuerdo con lo prevenido en la Ley General Tributaria, en la Ley de Derechos y Garantías del Contribuyente y en las demás Leyes del Estado reguladoras de la materia, así como en las disposiciones dictadas para su desarrollo.» 


Ambos preceptos se incorporaron a los correspondientes artículos 10 y 12 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de mayo. 

Respecto de las Administraciones autonómicas y locales, el artículo 5 de la LGT en sus apartados 3 y siguientes señala, finalmente, lo siguiente: 


«(...) 3. Las comunidades autónomas y las entidades locales ejercerán las competencias relativas a la aplicación de los tributos y a la potestad sancionadora con el alcance y en los términos previstos en la normativa que resulte aplicable según su sistema de fuentes. 

4. El Estado y las comunidades autónomas podrán suscribir acuerdos de colaboración para la aplicación de los tributos. 

5. Asimismo, podrán establecerse fórmulas de colaboración para la aplicación de los tributos entre las entidades locales, así como entre éstas y el Estado o las comunidades autónomas.» 








Artículo 2: Concepto de gestión recaudatoria 





La gestión recaudatoria de la Hacienda pública consiste en el ejercicio de la función administrativa conducente al cobro de las deudas y sanciones tributarias y demás recursos de naturaleza pública que deban satisfacer los obligados al pago.

A efectos de este reglamento, todos los créditos de naturaleza pública a que se refiere este artículo se denominarán deudas. Se considerarán obligados al pago aquellas personas o entidades a las que la Hacienda pública exige el ingreso de la totalidad o parte de una deuda.

La gestión recaudatoria podrá realizarse en período voluntario o en período ejecutivo. El cobro en período ejecutivo de los recursos a los que se refiere el párrafo anterior se efectuará por el procedimiento de apremio regulado en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y en este reglamento.





Normativa relacionada

Art. 160 LGT 2003. La recaudación tributaria. 1. La recaudación tributaria consiste en el ejercicio de las funciones administrativas conducentes al cobro de las deudas tributarias.

2. La recaudación de las deudas tributarias podrá realizarse:


	
a) En período voluntario, mediante el pago o cumplimiento del obligado tributario en los plazos previstos en el artículo 62 de esta ley. 

	
b) En período ejecutivo, mediante el pago o cumplimiento espontáneo del obligado tributario o, en su defecto, a través del procedimiento administrativo de apremio. 



Art. 58 LGT 2003. Deuda tributaria. 1. La deuda tributaria estará constituida por la cuota o cantidad a ingresar que resulte de la obligación tributaria principal o de las obligaciones de realizar pagos a cuenta.

2. Además, la deuda tributaria estará integrada, en su caso, por:


	
a) El interés de demora. 

	
b) Los recargos por declaración extemporánea. 

	
c) Los recargos del período ejecutivo. 

	
d) Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o las cuotas, a favor del Tesoro o de otros entes públicos. 



3. Las sanciones tributarias que puedan imponerse de acuerdo con lo dispuesto en el título IV de esta ley no formarán parte de la deuda tributaria, pero en su recaudación se aplicarán las normas incluidas en el capítulo V del título III de esta ley.

Normativa anterior

Art. 1 RGR 1990. Concepto. La gestión recaudatoria consiste en el ejercicio de la función administrativa conducente a la realización de los créditos tributarios y demás de derecho público.

COMENTARIO

Artículo de contenido esencialmente didáctico, proclama el concepto de gestión recaudatoria aglutinando lo dispuesto en los artículos 160 y 58 de la Ley General Tributaria. 

La diferencia con el anterior reglamento, en lo que a la definición de la función se refiere, está en que, como consecuencia de lo dispuesto en la ley, la sanción tributaria no tiene la condición de deuda tributaria, por lo que el reglamento separa ambos conceptos. 

Debe tenerse en consideración que el procedimiento recaudatorio se aplica a todos los créditos de derecho público, tributarios o no; de ahí que el reglamento, y sólo a sus efectos, utilice la denominación «deuda» con carácter global, eliminando la necesidad de reiterar la expresión «deudas tributarias, sanciones tributarias y demás recursos de naturaleza pública.» 

Además, el precepto incorpora una definición de obligado al pago: aquel a quien se exige el ingreso de la totalidad o de parte de una deuda. 

En el anterior reglamento se dedicaban los artículos 10 y siguientes a la enumeración y clasificación de los obligados al pago. 

Esa enumeración y clasificación la realiza ahora la ley en sus artículos 35 y siguientes, por lo que el NRGR tan sólo contiene una mención, desde la óptica estrictamente recaudatoria, al concepto global de «obligado tributario», sin discernir bajo qué figura concreta se asume dicha condición (deudor principal, responsable, sucesor, etc.). 

Finaliza el precepto recordando algo que ya explicitado en el artículo 160 LGT, que la recaudación puede realizarse en dos períodos de tiempo: el voluntario y el ejecutivo, aclarando con el carácter didáctico al que se ha aludido anteriormente, una diferencia: la existente entre los conceptos «período ejecutivo» y «procedimiento de apremio.» 

Este segundo es un procedimiento administrativo en sentido estricto que se desarrolla en el seno de un período: el ejecutivo de ingreso. 






Artículo 3: Recaudación de la Hacienda pública estatal y de las entidades de derecho público estatales. 





1. La gestión recaudatoria del Estado y de sus Organismos autónomos se llevará a cabo:

a) Cuando se trate de los recursos del sistema tributario estatal y aduanero, tanto en período voluntario como ejecutivo, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

No obstante, tratándose de tasas, la recaudación en período voluntario se llevará a cabo por el órgano de la Administración General del Estado u Organismo autónomo que tenga atribuida su gestión.

b) Cuando se trate de los demás recursos de naturaleza pública:

1.º En período voluntario, por las Delegaciones de Economía y Hacienda, salvo que la gestión de dichos recursos esté atribuida a otros órganos de la Administración General del Estado o a sus Organismos autónomos.

2.º En período ejecutivo, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria previa remisión, en su caso, de las correspondientes relaciones certificadas de deudas impagadas en período voluntario.

2. Los recursos de naturaleza pública cuya gestión esté atribuida a una entidad de derecho público distinta de las señaladas en el apartado anterior serán recaudadas en período voluntario por los servicios de dicha entidad.

La recaudación en período ejecutivo corresponderá a la Agencia Estatal de Administración Tributaria cuando así lo establezca una ley o cuando así se hubiese establecido en el correspondiente convenio.

3. Las cantidades recaudadas por cuenta de las entidades citadas en el apartado anterior por parte de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, cuando la recaudación se efectúe en virtud de una ley, serán transferidas a las cuentas oficiales de dichas entidades, a excepción de los recargos del período ejecutivo y de las costas. En caso de convenio se transferirán las cantidades recaudadas minoradas en los términos establecidos en dicho convenio.





Normativa anterior

Art. 4 RGR 1990. Gestión recaudatoria de la Hacienda pública estatal. 1. La gestión recaudatoria del Estado y sus Organismos autónomos está atribuida al Ministerio de Economía y Hacienda y se llevará a cabo:


	
a)Cuando se trate de los recursos del sistema tributario estatal y aduanero, tanto en período voluntario como ejecutivo, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.No obstante, tratándose de tasas, la recaudación en período voluntario se llevará a cabo por el Departamento ministerial u Organismo autónomo a los que les sea atribuida su gestión por sus normas reguladoras.



	
b)Tratándose de los demás recursos de derecho público:
	
b.1)En período voluntario, por los órganos del Estado y de sus Organismos autónomos que tengan atribuida la gestión de los correspondientes recursos.


	
b.2)En período ejecutivo, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.






	
c)La recaudación por el procedimiento administrativo de apremio de precios públicos, cuando proceda, se efectuará, previa solicitud de los organismos, servicios u órganos de la Administración General del Estado que tengan encomendada su administración, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.




2. Los recursos de Derecho público cuya gestión esté atribuida a un ente público vinculado a la Administración General del Estado, distinto de los señalados en el apartado anterior, serán recaudados en período voluntario por los servicios de dicho ente. La recaudación en período ejecutivo corresponderá a la Agencia Estatal de Administración Tributaria, una vez establecido, en su caso, el oportuno convenio.

3. La Agencia Estatal de Administración Tributaria se encargará de la gestión recaudatoria de los recursos de derecho público de otras Administraciones públicas nacionales cuando dicha gestión se le encomiende en virtud de Ley o por convenio.

4. La gestión recaudatoria de los recursos propios de la Unión Europea y otras entidades supranacionales o internacionales que deba realizarse por el Estado español, se llevará a cabo:


	
a)En período voluntario, por los órganos de la Administración General del Estado, organismos o entes públicos a los que les sea atribuida por sus normas reguladoras y, en su defecto, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.


	
b)En período ejecutivo, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.




5. La gestión recaudatoria que deba realizarse por el Estado español en favor de Estados extranjeros, en virtud de normas sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios internacionales se llevará a cabo por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

6. Asimismo, la Agencia Estatal de Administración Tributaria realizará las actuaciones de colaboración en la gestión recaudatoria propia de otras Administraciones públicas que establezcan las Leyes. En su caso, la Agencia establecerá los procedimientos para llevar a cabo dichas actuaciones.

COMENTARIO

Con la regulación contenida en este artículo comienza una sección, que —como las que la siguen— se sitúa entre la atribución de competencias y la fijación de una estructura organizativa que, en lo básico, no ha experimentado modificación respecto de la que ya se contenía en el anterior reglamento. 

La nueva norma contiene una adaptación de la terminología a la legislación actualmente existente en el ámbito del Estado, debiendo tenerse en cuenta a tal efecto la empleada en la Ley General Tributaria, en la Ley General Presupuestaria y en la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración del Estado. 

Así, se mencionan en el texto a la Agencia Estatal de Administración Tributaria, a los órganos de la Administración General del Estado, a los Organismos autónomos del Estado, a las Delegaciones de Economía y Hacienda y a otras entidades de derecho público (estatales). 

La descripción básica que allí se contiene distingue entre recursos del sistema tributario y demás recursos de derecho público, atribuyendo la gestión recaudatoria de unos y otros en base a que la misma se realice en período voluntario o en período ejecutivo. 

Como esquema resumen de la estructura establecida por el nuevo reglamento, señalar que en el ámbito del Estado, la gestión recaudatoria en período voluntario de ingreso se atribuye al órgano que tenga atribuida la gestión del recurso de que se trate, utilizando como cajón de sastre a las Delegaciones de Economía y Hacienda. En período ejecutivo, la regla general es la competencia de la Agencia Tributaria (que en todo caso lo será para recursos del sistema tributario estatal y aduanero, tanto en período voluntario como ejecutivo). 

Mención especial merece lo dispuesto en el apartado 3 del precepto, ya que en determinados supuestos en los que sea la Agencia Tributaria la que realice esa gestión, se podrá detraer de los ingresos obtenidos determinadas cuantías tasadas en la norma (recargos y costas) transfiriendo al titular del crédito la diferencia. 






Artículo 4: Especialidades de la recaudación de los Organismos autónomos del Estado 





1. La gestión recaudatoria en período ejecutivo de los créditos de los Organismos autónomos del Estado se rige por lo dispuesto en este reglamento, con las siguientes particularidades:

a) Las relaciones certificadas de deudas impagadas en período voluntario serán expedidas por los órganos competentes de los Organismos autónomos. Cuando las deudas de un mismo deudor sean inferiores a la cantidad que se fije por resolución del Director del Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria como coste mínimo de recaudación estimado, dichas deudas sólo se incluirán en las relaciones mencionadas cuando el importe acumulado, incluidas todas las que estuviesen en gestión de cobro, supere dicho coste mínimo estimado.

b) La providencia de apremio será dictada por los órganos de recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

c) Las cantidades recaudadas, a excepción de los recargos del período ejecutivo y las costas, serán transferidas a las cuentas oficiales del Organismo autónomo por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

2. Los intereses de demora se liquidarán de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 72. En los supuestos previstos en el apartado 4 de dicho artículo, la liquidación corresponderá a los Organismos autónomos en el caso del párrafo a) y a los órganos de recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria en los supuestos de los párrafos b), c) y d).

3. La declaración de fallido de los obligados al pago se efectuará por los órganos de recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria. La declaración de crédito incobrable se efectuará por los órganos de recaudación del Organismo autónomo correspondiente de conformidad con su normativa específica, previa comunicación por la Agencia Estatal de Administración Tributaria de la insolvencia del deudor.

En caso de rehabilitación del crédito por parte del Organismo autónomo, éste lo podrá incluir en la relación certificada de deudas rehabilitadas que remita a la Agencia Estatal de Administración Tributaria para su cobro.

4. Corresponde al Organismo autónomo la declaración de responsabilidad, en los supuestos previstos en la ley, cuando se refieran a deudas de su titularidad.

5. Será aplicable lo dispuesto en este reglamento sobre adjudicación de bienes a la Hacienda pública, con las siguientes particularidades:

a) La propuesta y resolución sobre la adjudicación de bienes de que se trate corresponderá a los órganos competentes del Organismo autónomo.

b) Los bienes cuya adjudicación se haya acordado, así como los documentos precisos para su inscripción en los registros públicos, se entregarán o, en su caso, se pondrán a disposición del Organismo autónomo.





Normativa anterior

Art. 169 RGR 1990. Créditos de los Organismos autónomos del Estado. 1. La recaudación en vía administrativa de apremio de los créditos de los Organismos autónomos estatales se rige por lo dispuesto en este Reglamento, con las siguientes particularidades:


	
a)Los títulos ejecutivos serán expedidos por los órganos competentes de los Organismos. Cuando las deudas sean inferiores a la cantidad que fije la Dirección General de Recaudación como coste mínimo estimado de recaudación ejecutiva, los Organismos sólo expedirán el título ejecutivo cuando se hayan acumulado deudas del mismo deudor por importe superior.


	
b)La providencia de apremio será dictada por los órganos de recaudación del Ministerio de Economía y Hacienda.


	
c)Las cantidades recaudadas, a excepción del recargo de apremio y costas, serán transferidas a las cuentas oficiales del Organismo por los órganos recaudadores.




2. Los intereses de demora se liquidarán de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 109 de este Reglamento. Según los supuestos contemplados en el apartado 4 de dicho Artículo, la liquidación corresponderá a los Organismos en el supuesto a) y a los órganos de recaudación de las Delegaciones y Administraciones de Hacienda en los supuestos b), c) y d).

3. La declaración de créditos incobrables se efectuará por los órganos recaudadores que la comunicarán al Organismo para su baja en cuentas.

Podrán rehabilitarse dichos créditos, tanto por iniciativa del propio Organismo como de los órganos competentes en recaudación ejecutiva, en los mismos casos que los créditos del Estado. En tales casos, el Organismo expedirá nuevo título ejecutivo y los órganos recaudadores continuarán el procedimiento según se dispone en el apartado 2 del Artículo 167 de este Reglamento.

4. Será aplicable lo dispuesto en este Reglamento sobre adjudicación de bienes al Estado, con las siguientes particularidades:


	
a)Los órganos competentes del Organismo ejercerán las funciones atribuidas al Delegado de Hacienda y al Director general del Patrimonio a efectos de resolver sobre la adjudicación de los bienes de que se trate.


	
b)Los bienes cuya adjudicación se hayan acordado, así como los documentos precisos para su inscripción en los registros públicos, se entregarán o, en su caso, se pondrán a disposición del Organismo.




COMENTARIO

Sin salir del ámbito del Estado, el artículo 4 del NRGR contiene, reproduce parcialmente para ser más exactos, una serie de normas que ponen de relieve diversas especialidades en relación con la gestión recaudatoria de deudas gestionadas por los Organismos autónomos del Estado, especialidades que derivan precisamente de la titularidad directa de dicha gestión por los mismos. 

Así, se sustituye la mención a los títulos ejecutivos a que se refería el anterior reglamento (certificaciones de descubierto, a las que en otro momento se hará referencia más detenidamente) por la de relaciones certificadas de deudas impagadas en período voluntario, cuya gestión habrá sido realizada por el Organismo autónomo en virtud de lo dispuesto en el artículo 3 del reglamento. 

Dicha relación certificada de deudas tiene por misión acreditar ante el órgano que ha de desarrollar las actuaciones recaudatorias en período ejecutivo que el débito no ha sido satisfecho en período voluntario, lo que habilita, según lo dispuesto en la letra b) del apartado 1 del artículo que comentamos, a que la Agencia Tributaria emita la correspondiente providencia de apremio, ya que es ésta la que, en función de la atribución del ya citado artículo 3, debe desarrollar el procedimiento de apremio en período ejecutivo. 

Sigue manteniendo el precepto una cautela en lo que se refiere al importe mínimo objeto de gestión así como la regla en lo que se refiere a quién debe liquidar los intereses de demora generados durante el período ejecutivo (en esta materia, y aunque será objeto de comentario más detenido con posterioridad, anticipar que es la Ley General Presupuestaria la que en su artículo 16 habilita al Ministro de Hacienda, hoy de Economía y Hacienda, a disponer la no liquidación, o en su caso, la anulación y baja en contabilidad de todas aquellas liquidaciones de las que resulten deudas inferiores a la cuantía que fije como insuficiente para la cobertura del coste que su exacción y recaudación representen). 

Incorpora el precepto una diferenciación antes inexistente entre la declaración de insolvencia (fallido del obligado) y la declaración de crédito incobrable. 

La primera será dictada por la Agencia Tributaria y la segunda por el organismo gestor del crédito, previéndose además que, ante una eventual variación en la situación patrimonial del deudor que permita la continuación de las actuaciones con posterioridad a la declaración de crédito incobrable, éste pueda ser objeto de rehabilitación por el Organismo autónomo en cuestión al efecto de una nueva remisión a la Agencia Tributaria para la continuación del procedimiento. 

A estos efectos recuérdese lo dispuesto en el artículo 173.2 de la LGT: 

«(...) 2. En los casos en que se haya declarado el crédito incobrable, el procedimiento de apremio se reanudará, dentro del plazo de prescripción, cuando se tenga conocimiento de la solvencia de algún obligado al pago.» 


Incorpora el nuevo reglamento, además, la regla de atribución de competencia al Organismo autónomo para la declaración de los supuestos de responsabilidad a que hubiese lugar, mención ésta omitida en el precepto al que sustituye, y finaliza el listado de especialidades haciendo mención, también en relación con la competencia, a la adjudicación de bienes a la Hacienda pública, que deberá ser realizada en su momento por el Organismo autónomo, formalizándola, cuando corresponda, en los correspondientes registros públicos, de forma que la Agencia Tributaria culminaría su actuación en la fase inmediata anterior a dicha adjudicación (la adjudicación de bienes a la Hacienda pública será objeto de comentario en el marco del artículo 109 de este reglamento). 






Artículo 5: Recaudación de recursos de otras Administraciones públicas nacionales, extranjeras o entidades internacionales o supranacionales. 





1. La Agencia Estatal de Administración Tributaria se encargará de la recaudación de los recursos de naturaleza pública de otras Administraciones públicas nacionales distintas de las previstas en los artículos 7 y 8 cuando dicha gestión se le encomiende en virtud de ley o convenio.

Las cantidades recaudadas por parte de la Agencia Estatal de Administración Tributaria cuando la recaudación se efectúe en virtud de una ley serán transferidas a las cuentas oficiales de dichas Administraciones, a excepción de los recargos del período ejecutivo y de las costas. En caso de convenio se transferirán las cantidades recaudadas minoradas en los términos establecidos en dicho convenio.

2. La gestión recaudatoria de los recursos propios de la Unión Europea y otras entidades internacionales o supranacionales que deba realizarse por el Estado español se llevará a cabo:

a) En período voluntario, por los órganos de la Administración General del Estado, Organismos autónomos o entidades de derecho público estatales que la tengan atribuida y, en su defecto, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

b) En período ejecutivo, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

3. La gestión recaudatoria que deba realizarse por el Estado español a favor de otros Estados o de otras entidades internacionales o supranacionales, en virtud de normas sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios internacionales, se llevará a cabo por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

4. La Agencia Estatal de Administración Tributaria realizará las actuaciones de colaboración en la recaudación que establezcan las leyes.





Normativa anterior

Art. 4 RGR 1990. Gestión recaudatoria de la Hacienda pública estatal. (...) 4. La gestión recaudatoria de los recursos propios de la Unión Europea y otras entidades supranacionales o internacionales que deba realizarse por el Estado español, se llevará a cabo:


	
a)En período voluntario, por los órganos de la Administración General del Estado, organismos o entes públicos a los que les sea atribuida por sus normas reguladoras y, en su defecto, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.


	
b)En período ejecutivo, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.




5. La gestión recaudatoria que deba realizarse por el Estado español en favor de Estados extranjeros, en virtud de normas sobre asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios internacionales se llevará a cabo por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

6. Asimismo, la Agencia Estatal de Administración Tributaria realizará las actuaciones de colaboración en la gestión recaudatoria propia de otras Administraciones públicas que establezcan las Leyes. En su caso, la Agencia establecerá los procedimientos para llevar a cabo dichas actuaciones.

Art. 170 RGR 1990. Créditos de Entidades supranacionales, internacionales y Estados extranjeros. Cuando, según la normativa aplicable, deba realizarse la recaudación en vía administrativa de apremio de créditos de Entidades supranacionales, internacionales y Estados extranjeros, se seguirá el procedimiento regulado en este Reglamento, en todo aquello que no esté expresamente regulado en aquella normativa.

COMENTARIO

Como puede observarse, la comparación entre el antiguo artículo 4.4 reglamentario y el precepto que comentamos deja claro el continuismo de este último en la práctica totalidad de la norma. 

Evidentemente se incorpora la mención a la Agencia Estatal de Administración Tributaria en el apartado 1 como competente para desarrollar la gestión recaudatoria, cuando así se disponga por ley o convenio de los recursos propios de la denominada Administración Corporativa (Administraciones públicas nacionales distintas de las reguladas en los artículos 7 y 8, dedicados a las Administraciones territoriales Autonómica y Local). 

Dicha Administración Corporativa está formada básicamente por los Colegios Profesionales (Ley 2/1974, de 13 de febrero), las Cámaras Agrarias (cuya Ley de Bases de su Régimen Jurídico, Ley 23/1986, de 24 de diciembre, ha sido recientemente derogada por la Ley 18/2005, de 30 de septiembre), las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación (Ley 3/1993, de 2 de marzo) y las Cofradías de Pescadores (Real Decreto 670/1978, de 11 de marzo). 

El NRGR establece la actuación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria para el cobro de los créditos de que sean titulares tales entes cuando, como se apuntó más arriba, así se establezca en virtud de ley o convenio, incluyendo de nuevo una cláusula según la cual las cuantías que por recargos y costas sean objeto de recaudación no serán transferidas a los titulares del crédito cuando sea una ley la que habilite la actuación de la Agencia, estando al respecto a lo que fije el convenio cuando sea ésta la fórmula jurídica que integre dicha habilitación. 

En relación con la gestión recaudatoria de derechos de titularidad de la Unión Europea o de entidades internacionales o supranacionales la norma es reproducción de la preexistente, también en la referencia a las actuaciones de colaboración que deban realizarse por parte de la Agencia Tributaria en virtud de ley. 






Artículo 6: Órganos de recaudación del Estado 





Son órganos de recaudación del Estado:

a) Las unidades administrativas de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, centrales o periféricas, a las que las normas de organización específica atribuyan competencias en materia de recaudación.

b) Las unidades administrativas de los órganos de la Administración General del Estado, Organismos autónomos estatales y entidades de derecho público estatales que tengan atribuida la gestión recaudatoria de los correspondientes recursos de derecho público.

c) La Dirección General del Tesoro y Política Financiera y las unidades administrativas de las Delegaciones de Economía y Hacienda en los demás casos no comprendidos en los párrafos anteriores.





Normativa anterior

Art. 8 RGR 1990. Órganos de recaudación y Entidades colaboradoras. 1. Son órganos de recaudación del Estado:


	
a)Las unidades administrativas de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, centrales o periféricas, a las que atribuyan competencias en materia de recaudación las normas orgánicas de dicho ente.El Ministro de Economía y Hacienda atribuirá las competencias a dichos órganos o habilitará al Presidente de la Agencia Estatal de Administración Tributaria para dictar resoluciones normativas por las que se realice la concreta atribución de competencias.



	
b)Las unidades administrativas de los Departamentos Ministeriales y Organismos autónomos del Estado que gestionen la recaudación en período voluntario de recursos de Derecho público.


	
c)Las unidades administrativas de los entes públicos que gestionen la recaudación en período voluntario de recursos de Derecho público.


	
d)La Dirección General del Tesoro y Política Financiera y las unidades administrativas de las Delegaciones Provinciales del Ministerio de Economía y Hacienda que gestionen la recaudación en período voluntario de los demás recursos de Derecho público (...).




COMENTARIO

El antiguo artículo 8 del reglamento agrupaba la enumeración de los órganos de recaudación y de las denominadas entidades colaboradoras. 

El nuevo reglamento separa en su regulación a unos y otros, dedicando el artículo 6 a los únicos que tienen la condición de órgano de recaudación, con exclusividad, y sólo en el ámbito del Estado. 

Es éste un momento adecuado para hacer una precisión que se omitió más arriba de forma intencionada: el reglamento anterior atribuía en su artículo 4 la gestión recaudatoria al Ministerio de Economía y Hacienda. 

El nuevo reglamento guarda silencio al respecto por cuanto que la declaración en cuestión se contiene en la LGT, cuyo artículo 5.2 señala: 


«(...) 2. En el ámbito de competencias del Estado, la aplicación de los tributos y el ejercicio de la potestad sancionadora corresponde al Ministerio de Hacienda, en tanto no haya sido expresamente encomendada por ley a otro órgano o entidad de derecho público. 

En los términos previstos en su ley de creación, dichas competencias corresponden a la Agencia Estatal de Administración Tributaria (...).» 



Es claro que la referencia que en el texto legal se hace al Ministerio de Hacienda hay que entenderla referida en este momento al Ministerio de Economía y Hacienda. 

Partiendo de la atribución legal ya vista, que incluye por tanto el procedimiento recaudatorio (que no olvidemos es un procedimiento de aplicación de los tributos), el NRGR tan sólo se dedica a enumerar, de forma tasada, qué órganos administrativos tienen la condición de órganos de recaudación del Estado, con un cierto continuismo de base respecto de lo preexistente, pero con una ordenación y sistemática distinta, configurando tres grandes grupos: 


	
— Órganos integrados en la Agencia Tributaria. 

	
— Órganos integrados en la Administración General del Estado, Organismos autónomos y otros entes de derecho público estatales. 

	
— La Dirección General del Tesoro y Política Financiera y las Delegaciones de Economía y Hacienda. 



Como ya se dijo más arriba, la regulación y configuración de la naturaleza de las entidades colaboradoras se realiza separadamente y, como se verá, con la declaración expresa de que las mismas no tienen la condición de órgano de recaudación (al igual que ya señalaba el anterior reglamento). 






Artículo 7: Recaudación de la Hacienda pública de las comunidades autónomas y de sus Organismos autónomos 





Corresponde a las comunidades autónomas la recaudación de las deudas cuya gestión tengan atribuida, y se llevará a cabo:

a) Directamente por las comunidades autónomas y sus Organismos autónomos, de acuerdo con lo establecido en sus normas de atribución de competencias.

b) Por otras entidades de derecho público con las que se haya formalizado el correspondiente convenio o en las que se haya delegado esta facultad.

c) Por la Agencia Estatal de Administración Tributaria, cuando así se acuerde mediante la suscripción de un convenio para la recaudación.





Normativa anterior

Art. 5 RGR 1990. Gestión recaudatoria de las Comunidades autónomas. (...) 3. En uno y otro supuestos de los previstos en las dos reglas anteriores, la competencia para la gestión recaudatoria corresponderá a los órganos, servicios o Entidades que determinen las normas de cada Comunidad autónoma.

4. En la Comunidad autónoma del País Vasco y en la Comunidad Foral de Navarra, el Reglamento General de Recaudación sólo será aplicable con carácter supletorio, a falta de regulación específica autonómica o foral.

COMENTARIO

Como consecuencia de lo que ya fue objeto de comentario al hilo del artículo 1 del NRGR, su artículo 7 (y luego, anticipamos, el artículo 8) tiene un objeto claramente diferenciado respecto de su precedente. 

Se ha eliminado la referencia a la atribución de competencias recaudatorias a las Comunidades autónomas, por innecesarias, ya que se contienen en normas de rango legal, respecto de las que el reglamento no puede añadir nada, no haciendo referencia, tampoco, a la supletoriedad del texto reglamentario, respecto de la que habría que poner en valor lo dispuesto, como ya quedó reflejado en un momento anterior, por la Constitución Española en su artículo 149, que regula como competencia exclusiva del Estado la Hacienda general, estableciendo la supletoriedad, en todo caso, de la norma estatal respecto de la autonómica. 

La nueva norma desarrolla lo que de manera más parca ya contenía el artículo 5.3 del anterior reglamento, que tan sólo establecía una mención a que cada Comunidad autónoma organizaría su sistema recaudatorio como mejor considerase. 

El nuevo reglamento lo que hace es explicitar, de una manera absolutamente abierta y flexible, continente de una intencionalidad claramente tendente a la homogeneidad en las estructuras, las formas de organización de la función recaudatoria. 

Es preciso recordar, además, lo que dispone el artículo 1 de la LGT en relación con su ámbito de aplicación, tal como ya vimos en el comentario al artículo 1 de este Reglamento, donde ya se expuso lo que la Ley 21/2001, de 27 de diciembre (por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de financiación de las comunidades autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía), dispone respecto de las facultades de las comunidades autónomas en materia de delegación de competencias en relación con la recaudación de los tributos cedidos (artículo 48) y en relación con la gestión recaudatoria de las comunidades autónomas (artículo 49).






Artículo 8: Recaudación de la Hacienda pública de las entidades locales y de sus Organismos autónomos 





Corresponde a las entidades locales y a sus Organismos autónomos la recaudación de las deudas cuya gestión tengan atribuida y se llevará a cabo:

a) Directamente por las entidades locales y sus Organismos autónomos, de acuerdo con lo establecido en sus normas de atribución de competencias.

b) Por otros entes territoriales a cuyo ámbito pertenezcan cuando así se haya establecido legalmente, cuando con ellos se haya formalizado el correspondiente convenio o cuando se haya delegado esta facultad en ellos, con la distribución de competencias que en su caso se haya establecido entre la entidad local titular del crédito y el ente territorial que desarrolle la gestión recaudatoria.

c) Por la Agencia Estatal de Administración Tributaria, cuando así se acuerde mediante la suscripción de un convenio para la recaudación.





Normativa anterior

Art. 6 RGR 1990. Gestión recaudatoria de las Entidades Locales. (...) 2. La gestión recaudatoria de estas Entidades está atribuida a las mismas y se llevará a cabo:


	
a)Directamente por las propias Entidades.


	
b)Por otros Entes territoriales a cuya demarcación pertenezcan, con los que se haya formalizado el correspondiente convenio o en los que se haya delegado esta facultad.




3. Son competentes para la gestión recaudatoria de las Entidades Locales los órganos, servicios o Entidades que se determinen en las correspondientes normas orgánicas de cada Entidad (...).

COMENTARIO

Comentario paralelo al efectuado en el precepto anterior, la declaración de la directa aplicación del NRGR por las Corporaciones locales huelga en sede reglamentaria por estar contenida en norma con rango de ley como ya se explicitó en otro momento, teniendo el precepto idéntica finalidad a la ya expuesta en relación con el que se refiere a las Comunidades autónomas. 

Reproducir tan sólo y como complemento a lo que ya se expuso en el comentario al artículo 1 del reglamento, lo que al respecto dispone la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local en su artículo 106: 

«(...) 3. Es competencia de las entidades locales la gestión, recaudación e inspección de sus tributos propios, sin perjuicio de las delegaciones que puedan otorgar a favor de las entidades locales de ámbito superior o de las respectivas Comunidades autónomas, y de las fórmulas de colaboración con otras entidades locales, con las Comunidades autónomas o con el Estado, de acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado.» 


En esta materia, y como remisión global, recordemos que la norma competencial se ha integrado en el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, que aprueba el texto refundido de la Ley de Haciendas Locales (artículos 7 al 13, 77.8, 85.3 y 91.3). 






Artículo 9: Entidades que prestan el servicio de caja y entidades colaboradoras en la gestión recaudatoria 





1. Podrán prestar el servicio de caja las entidades de crédito con las que cada Administración así lo convenga.

Podrán actuar como entidades colaboradoras en la recaudación las entidades de crédito autorizadas por cada Administración, con los requisitos y con el contenido a que se refiere el artículo 17.

A efectos de este reglamento, sólo podrán actuar como entidades que presten el servicio de caja o como entidades colaboradoras las siguientes entidades de crédito:

a) Los bancos.

b) Las cajas de ahorro.

c) Las cooperativas de crédito.

2. En ningún caso la autorización que se conceda o el convenio que se formalice atribuirá el carácter de órganos de recaudación a las entidades de crédito que presten el servicio de caja o que sean colaboradoras en la recaudación.

3. La Dirección General del Tesoro y Política Financiera podrá convenir la prestación del servicio de caja o autorizar a las entidades de crédito a actuar como entidades colaboradoras en la gestión de aquellos ingresos de la Administración General del Estado no encomendados a la Agencia Estatal de Administración Tributaria en los términos previstos en este reglamento.





Normativa anterior

Art. 8 RGR 1990. Órganos de recaudación y Entidades colaboradoras. (...) 2. Pueden prestar el servicio de caja a los distintos órganos de recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, los Bancos, Cajas de Ahorro y Cooperativas de Crédito, que en adelante serán denominados entidades de depósito, con los que dicha Agencia así lo convenga.

El servicio de caja a los demás organismos u órganos de la Administración General del Estado se prestará, en su caso, por las entidades de depósito con las que así lo convengan dichos órganos y así lo autorice, bien la Agencia Estatal de Administración Tributaria cuando se trate de la gestión de los recursos del sistema tributario estatal y aduanero, bien, en los demás casos, la Dirección General del Tesoro y Política Financiera (...).

COMENTARIO

El nuevo precepto tiene por objetivo separar los conceptos de entidad que preste el servicio de caja y de entidad colaboradora, que normalmente no concurrirán en una misma entidad de crédito (excepción hecha, claro está, de aquella que preste el servicio de caja que, además, normalmente, también desarrollará su actuación, en paralelo, como entidad colaboradora). 

Al respecto, se establece en el seno de cada Administración la potestad de atribuir una u otra función a las entidades de crédito, superando la anterior denominación de «entidad de depósito» y tasando qué entidades tendrán esa consideración a los efectos exclusivos de este reglamento general de recaudación. Y es que, efectivamente, el concepto de «entidad de crédito» es más amplio en nuestro ordenamiento, tal y como se deduce de lo dispuesto, entre otras normas, en el Real Decreto Legislativo 1298/1986, de 28 de junio, por el que se adapta el derecho nacional al comunitario en materia de entidades de crédito, en cuyo artículo 2 se conceptúa, en particular, como establecimiento de crédito a las Entidades oficiales de crédito, los Bancos privados inscritos en el Registro Especial del Banco de España, las Cajas de ahorro inscritas en el Registro Especial del Banco de España, las Cooperativas de crédito inscritas en el Registro Especial del Banco de España, las Sociedades de crédito hipotecario inscritas en el Registro Especial de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera del Ministerio de Economía y Hacienda y las Entidades de financiación inscritas en el Registro Especial de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera del Ministerio de Economía y Hacienda. 

En todo caso se mantiene la no atribución del carácter de órgano de recaudación a las entidades de crédito. 






Artículo 10: Facultades de los órganos de recaudación 





1. Los funcionarios que desempeñen funciones de recaudación serán considerados agentes de la autoridad y tendrán las facultades previstas en el artículo 142 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

Asimismo, podrán adoptar las medidas cautelares recogidas en el artículo 146 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, previstas para el procedimiento de inspección.

2. Las funcionarios que desempeñen funciones de recaudación podrán realizar actuaciones de obtención de información previstas en los artículos 93 y 94 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.





Normativa relacionada

Art. 162 LGT 2003. Facultades de la recaudación tributaria. 1. Para asegurar o efectuar el cobro de la deuda tributaria, los funcionarios que desarrollen funciones de recaudación podrán comprobar e investigar la existencia y situación de los bienes o derechos de los obligados tributarios, tendrán las facultades que se reconocen a la Administración tributaria en el artículo 142 de esta ley, con los requisitos allí establecidos, y podrán adoptar medidas cautelares en los términos previstos en el artículo 146 de esta ley.

Todo obligado tributario deberá poner en conocimiento de la Administración, cuando ésta así lo requiera, una relación de bienes y derechos integrantes de su patrimonio en cuantía suficiente para cubrir el importe de la deuda tributaria, de acuerdo con lo previsto en el apartado 2 del artículo 169 de esta ley.

2. Los funcionarios que desempeñen funciones de recaudación desarrollarán las actuaciones materiales que sean necesarias en el curso del procedimiento de apremio. Los obligados tributarios deberán atenderles en sus actuaciones y les prestarán la debida colaboración en el desarrollo de sus funciones.

Si el obligado tributario no cumpliera las resoluciones o requerimientos que al efecto se hubiesen dictado, se podrá acordar, previo apercibimiento, la ejecución subsidiaria de dichas resoluciones o requerimientos, mediante acuerdo del órgano competente.

Art. 142 LGT 2003. Facultades de la inspección de los tributos. 1. Las actuaciones inspectoras se realizarán mediante el examen de documentos, libros, contabilidad principal y auxiliar, ficheros, facturas, justificantes, correspondencia con transcendencia tributaria, bases de datos informatizadas, programas, registros y archivos informáticos relativos a actividades económicas, así como mediante la inspección de bienes, elementos, explotaciones y cualquier otro antecedente o información que deba facilitarse a la Administración o que sea necesario para la exigencia de las obligaciones tributarias.

2. Cuando las actuaciones inspectoras lo requieran, los funcionarios que desarrollen funciones de inspección de los tributos podrán entrar, en las condiciones que reglamentariamente se determinen, en las fincas, locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que se desarrollen actividades o explotaciones sometidas a gravamen, existan bienes sujetos a tributación, se produzcan hechos imponibles o supuestos de hecho de las obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los mismos.

Si la persona bajo cuya custodia se encontraren los lugares mencionados en el párrafo anterior se opusiera a la entrada de los funcionarios de la inspección de los tributos, se precisará la autorización escrita de la autoridad administrativa que reglamentariamente se determine.

Cuando en el ejercicio de las actuaciones inspectoras sea necesario entrar en el domicilio constitucionalmente protegido del obligado tributario, se aplicará lo dispuesto en el artículo 113 de esta ley.

3. Los obligados tributarios deberán atender a la inspección y le prestarán la debida colaboración en el desarrollo de sus funciones.

El obligado tributario que hubiera sido requerido por la inspección deberá personarse, por sí o por medio de representante, en el lugar, día y hora señalados para la práctica de las actuaciones, y deberá aportar o tener a disposición de la inspección la documentación y demás elementos solicitados.

Excepcionalmente, y de forma motivada, la inspección podrá requerir la comparecencia personal del obligado tributario cuando la naturaleza de las actuaciones a realizar así lo exija.

4. Los funcionarios que desempeñen funciones de inspección serán considerados agentes de la autoridad y deberán acreditar su condición, si son requeridos para ello, fuera de las oficinas públicas.

Las autoridades públicas prestarán la protección y el auxilio necesario a los funcionarios para el ejercicio de las funciones de inspección.

Art. 146 LGT 2003. Medidas cautelares en el procedimiento de inspección. 1. En el procedimiento de inspección se podrán adoptar medidas cautelares debidamente motivadas para impedir que desaparezcan, se destruyan o alteren las pruebas determinantes de la existencia o cumplimiento de obligaciones tributarias o que se niegue posteriormente su existencia o exhibición.

Las medidas podrán consistir, en su caso, en el precinto, depósito o incautación de las mercancías o productos sometidos a gravamen, así como de libros, registros, documentos, archivos, locales o equipos electrónicos de tratamiento de datos que puedan contener la información de que se trate.

2. Las medidas cautelares serán proporcionadas y limitadas temporalmente a los fines anteriores sin que puedan adoptarse aquellas que puedan producir un perjuicio de difícil o imposible reparación.

3. Las medidas adoptadas deberán ser ratificadas por el órgano competente para liquidar en el plazo de 15 días desde su adopción y se levantarán si desaparecen las circunstancias que las motivaron.

Art. 93 LGT 2003. Obligaciones de información. 1. Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como las entidades mencionadas en el apartado 4 del artículo 35 de esta ley, estarán obligadas a proporcionar a la Administración tributaria toda clase de datos, informes, antecedentes y justificantes con trascendencia tributaria relacionados con el cumplimiento de sus propias obligaciones tributarias o deducidos de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con otras personas.

En particular:


	
a) Los retenedores y los obligados a realizar ingresos a cuenta deberán presentar relaciones de los pagos dinerarios o en especie realizados a otras personas o entidades. 

	
b) Las sociedades, asociaciones, colegios profesionales u otras entidades que, entre sus funciones, realicen la de cobro de honorarios profesionales o de derechos derivados de la propiedad intelectual, industrial, de autor u otros por cuenta de sus socios, asociados o colegiados, deberán comunicar estos datos a la Administración tributaria. A la misma obligación quedarán sujetas aquellas personas o entidades, incluidas las bancarias, crediticias o de mediación financiera en general que, legal, estatutaria o habitualmente, realicen la gestión o intervención en el cobro de honorarios profesionales o en el de comisiones, por las actividades de captación, colocación, cesión o mediación en el mercado de capitales. 



	
c) Las personas o entidades depositarias de dinero en efectivo o en cuentas, valores u otros bienes de deudores a la Administración tributaria en período ejecutivo estarán obligadas a informar a los órganos de recaudación y a cumplir los requerimientos efectuados por los mismos en el ejercicio de sus funciones. 



2. Las obligaciones a las que se refiere el apartado anterior deberán cumplirse con carácter general en la forma y plazos que reglamentariamente se determinen, o mediante requerimiento individualizado de la Administración tributaria que podrá efectuarse en cualquier momento posterior a la realización de las operaciones relacionadas con los datos o antecedentes requeridos.

3. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en este artículo no podrá ampararse en el secreto bancario.

Los requerimientos individualizados relativos a los movimientos de cuentas corrientes, depósitos de ahorro y a plazo, cuentas de préstamos y créditos y demás operaciones activas y pasivas, incluidas las que se reflejen en cuentas transitorias o se materialicen en la emisión de cheques u otras órdenes de pago, de los bancos, cajas de ahorro, cooperativas de crédito y cuantas entidades se dediquen al tráfico bancario o crediticio, podrán efectuarse en el ejercicio de las funciones de inspección o recaudación, previa autorización del órgano de la Administración tributaria que reglamentariamente se determine.

Los requerimientos individualizados deberán precisar los datos identificativos del cheque u orden de pago de que se trate, o bien las operaciones objeto de investigación, los obligados tributarios afectados, titulares o autorizados, y el período de tiempo al que se refieren.

La investigación realizada según lo dispuesto en este apartado podrá afectar al origen y destino de los movimientos o de los cheques u otras órdenes de pago, si bien en estos casos no podrá exceder de la identificación de las personas y de las cuentas en las que se encuentre dicho origen y destino.

4. Los funcionarios públicos, incluidos los profesionales oficiales, estarán obligados a colaborar con la Administración tributaria suministrando toda clase de información con trascendencia tributaria de la que dispongan, salvo que sea aplicable:


	
a) El secreto del contenido de la correspondencia. 

	
b) El secreto de los datos que se hayan suministrado a la Administración para una finalidad exclusivamente estadística. 

	
c) El secreto del protocolo notarial, que abarcará los instrumentos públicos a los que se refieren los artículos 34 y 35 de la Ley de 28 de mayo de 1862, del Notariado, y los relativos a cuestiones matrimoniales, con excepción de los referentes al régimen económico de la sociedad conyugal. 



5. La obligación de los demás profesionales de facilitar información con trascendencia tributaria a la Administración tributaria no alcanzará a los datos privados no patrimoniales que conozcan por razón del ejercicio de su actividad cuya revelación atente contra el honor o la intimidad personal y familiar. Tampoco alcanzará a aquellos datos confidenciales de sus clientes de los que tengan conocimiento como consecuencia de la prestación de servicios profesionales de asesoramiento o defensa.

Los profesionales no podrán invocar el secreto profesional para impedir la comprobación de su propia situación tributaria.

Art. 94 LGT 2003. Autoridades sometidas al deber de informar y colaborar. 1. Las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, los titulares de los órganos del Estado, de las comunidades autónomas y de las entidades locales; los Organismos autónomos y las entidades públicas empresariales; las cámaras y corporaciones, colegios y asociaciones profesionales; las mutualidades de previsión social; las demás entidades públicas, incluidas las gestoras de la Seguridad Social y quienes, en general, ejerzan funciones públicas, estarán obligados a suministrar a la Administración tributaria cuantos datos, informes y antecedentes con trascendencia tributaria recabe ésta mediante disposiciones de carácter general o a través de requerimientos concretos, y a prestarle, a ella y a sus agentes, apoyo, concurso, auxilio y protección para el ejercicio de sus funciones.

Asimismo, participarán en la gestión o exacción de los tributos mediante las advertencias, repercusiones y retenciones, documentales o pecuniarias, de acuerdo con lo previsto en las leyes o disposiciones reglamentarias vigentes.

2. A las mismas obligaciones quedarán sujetos los partidos políticos, sindicatos y asociaciones empresariales.

3. Los juzgados y tribunales deberán facilitar a la Administración tributaria, de oficio o a requerimiento de la misma, cuantos datos con trascendencia tributaria se desprendan de las actuaciones judiciales de las que conozcan, respetando, en su caso, el secreto de las diligencias sumariales.

4. El Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo, así como la Secretaría de ambas comisiones, facilitarán a la Administración tributaria cuantos datos con trascendencia tributaria obtengan en el ejercicio de sus funciones, de oficio, con carácter general o mediante requerimiento individualizado en los términos que reglamentariamente se establezcan.

Los órganos de la Administración tributaria podrán utilizar la información suministrada para la regularización de la situación tributaria de los obligados en el curso del procedimiento de comprobación o de inspección, sin que sea necesario efectuar el requerimiento al que se refiere el apartado 3 del artículo anterior.

5. La cesión de datos de carácter personal que se deba efectuar a la Administración tributaria conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, en los apartados anteriores de este artículo o en otra norma de rango legal, no requerirá el consentimiento del afectado. En este ámbito no será de aplicación lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 21 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

Normativa anterior

Art. 9 RGR 1990. Competencia de los órganos de recaudación. 1. Los órganos de recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria tendrán las competencias que, en concreto, de entre las definidas en este Reglamento y en las demás disposiciones legales, les atribuyan las normas orgánicas o de atribución de competencias de dicho ente.

2. Los demás órganos de recaudación del Estado tendrán las competencias que les atribuye este Reglamento y las demás disposiciones legales que les será de aplicación, bajo la dirección de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en lo que se refiere a la gestión de los recursos del sistema tributario estatal y aduanero, o de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera en los demás casos.

COMENTARIO

El comentario a este precepto hay que realizarlo por remisión, como el propio reglamento hace, a lo dispuesto en la Ley General Tributaria en los artículos que se han transcrito más arriba. 

El resumen del ámbito de facultades que tienen atribuidas los funcionarios adscritos a órganos de recaudación pueden estructurarse, según la clasificación que realiza el artículo 10 del NRGR, en los siguientes grupos: 

1.  Actuaciones de investigación.


	
— patrimonial,en orden a la determinación de la existencia de bienes y derechos del obligado al pago sobre los que desarrollar la actuación ejecutiva en el marco del procedimiento de apremio; 

	
— en orden a la determinación de la existencia de eventuales obligados al pago distintos del deudor principal, básicamente en relación con las figuras de los sucesores y de los responsables. 



La remisión que realiza la ley a lo dispuesto en su artículo 142 puede ser utilizada por los órganos de recaudación sucesiva o simultáneamente en la doble dirección expuesta, a cuyo efecto podrán realizar, como resumen general, las siguientes actuaciones: 


	
— el examen de documentación (art. 142.1 LGT); 

	
— la entrada en fincas, locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que se desarrollen actividades o explotaciones (art. 142.2 LGT); 

	
— citar al obligado tributario (art. 142.3 LGT). 



Como consecuencia de la remisión, finalmente, se les atribuye la condición de agentes de la autoridad, a todos los efectos legales. 

2.  Adopción de medidas cautelares.

En este sentido, es preciso diferenciar entre las que se regulan en el artículo 146 de la LGT, a las que remiten el artículo 10 del reglamento y el propio artículo 162 de la ley, y las contenidas en el artículo 81 legal. 

Las que ahora son objeto de comentario (artículo 142) se dirigen al ámbito de la investigación más que al del aseguramiento del cobro (si bien indirectamente también tienden al mismo). Por mor de la habilitación legal, el órgano de recaudación estará habilitado para adoptar medidas cautelares que, como dice el artículo 146.1 de la LGT, tiendan a impedir que desaparezcan, se destruyan o alteren las pruebas determinantes de la existencia o cumplimiento de obligaciones tributarias. 

3.  Actuaciones de obtención de información.

Las actuaciones de obtención de información contenidas en los artículos 93 y 94 de la LGT también son facultad de los órganos de recaudación, debiéndose llamar la atención sobre lo dispuesto en el artículo 93.2 de la LGT, en lo referente a la forma en que dicha información deberá ser facilitada, ya que podrá existir un deber general de cumplimiento, reglamentariamente determinado (las declaraciones informativas) o bien a requerimiento individualizado de la Administración tributaria, en este caso de los órganos de recaudación. 

De igual forma resulta trascendente lo dispuesto en el apartado 3 del mismo artículo legal, en el que se menciona expresamente al órgano de recaudación como habilitado para solicitar la información que allí se recoge mediante requerimiento individual (movimientos de cuentas, depósitos de ahorro y a plazo, etc.).






Artículo 11: Ingresos de la gestión recaudatoria 





1. Los ingresos de la gestión recaudatoria, tanto en período voluntario como en período ejecutivo, se efectuarán conforme a lo dispuesto en este capítulo.

2. Si el vencimiento de cualquier plazo coincide con un sábado o un día inhábil, quedará trasladado al primer día hábil siguiente.





COMENTARIO

El artículo 11 del NRGR tiene un carácter meramente introductorio al Capítulo II del Título I del reglamento, dedicado a la regulación de los ingresos. 

Es preciso hacer notar aquí el cambio de estructura que se ha operado en esta materia con el nuevo en el texto, ya que lo que antes estaba disperso en la norma reglamentaria ahora se aglutina en un solo capítulo, el que se inicia con este artículo 11, de forma que, sin solución de continuidad, se establece la regulación contemplando las dos fases básicas del ingreso: 


	
— la que afecta al obligado al pago: donde tiene que ingresar y cómo; 

	
— la que afecta a quién recibe el ingreso: cómo ha de transitar el dinero hasta quedar integrado en las cuentas del Tesoro Público. 



Contiene el artículo 11 en su apartado 2 y último, como regla general y por tanto eliminando la necesidad de reiteración continuada, la mención a qué días han de considerarse hábiles a efectos de la realización del ingreso. Esta misma norma ya se contenía, dispersa, en distintos preceptos del antiguo reglamento (como en los artículos 73.3 y 76.2).






Artículo 12: Lugar de realización de los ingresos 





Los ingresos podrán realizarse:

a) En la Tesorería de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera.

b) En las entidades de crédito que presten el servicio de caja a las que se refiere el artículo 9.1.

c) En las entidades colaboradoras a las que se refiere el artículo 9.1.

d) En las aduanas.

e) En las cuentas restringidas abiertas en entidades de crédito.

f) En las cajas de los órganos gestores.

g) En cualquier otro lugar de pago que se establezca por el Ministro de Economía y Hacienda.





COMENTARIO

En atención al carácter sistemático y didáctico al que más arriba se ha hecho referencia, sobre todo en esta materia, el reglamento incluye un artículo 12 en el que se enumeran los lugares de realización de los ingresos por parte de los obligados al pago, según del supuesto ante el que nos encontremos y en función de lo dispuesto en la norma reguladora del crédito de que en cada caso se trate. 

La lista es exhaustiva, si bien contempla en su última letra la posibilidad de que por parte del Ministro de Economía y Hacienda puedan modificarse los allí contemplados o incluso ampliarse las posibilidades. 

Realizada la enumeración en cuestión, la norma reglamentaria dedica los artículos siguientes al análisis de cada uno de los supuestos previamente relacionados y a los respectivos comentarios nos remitimos en este momento. 






Artículo 13: Ingresos en la Tesorería de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera 





1. La Tesorería de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera recaudará las cantidades que se liquiden o retengan en dicho órgano y aquellas respecto de las cuales así lo establezca el Ministro de Economía y Hacienda.

2. Dichas cantidades podrán ingresarse, según se establezca por el Ministro de Economía y Hacienda:

a) En la Caja de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera.

b) En el Banco de España o en el organismo público que se determine.

c) En entidades de crédito.

3. Los ingresos se realizarán de lunes a viernes, excepto en los días no laborables.





Normativa anterior

Art. 73 RGR 1990. Ingresos en la Tesorería de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera. 1. Se recaudarán por la Tesorería de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera las cantidades que se liquiden o retengan en dicho Centro y aquellas respecto de las cuales así lo establezca el Ministro de Economía y Hacienda.

2. Dichas cantidades podrán ingresarse según se establezca por el Ministro de Economía y Hacienda:


	
a)Directamente en la caja de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera.


	
b)En el Banco de España.


	
c)A través de Entidades de depósito.




3. Los ingresos se realizarán de lunes a viernes excepto los días no laborables. Los vencimientos que coincidan con un sábado quedan trasladados al primer día hábil siguiente.

COMENTARIO

El precepto no ha experimentado modificaciones sustantivas respecto del anterior reglamento, estableciendo una regla muy específica dirigida, principalmente, al ingreso de las cantidades que se liquiden o retengan en la propia Dirección General del Tesoro y Política Financiera. 

Se añade la posibilidad de que el ingreso se realice en un organismo público cuando así se determine, distinto del Banco de España, teniendo en cuenta que este último no tiene presencia física en todo el territorio nacional. 

Por otra parte, y cerrando el círculo, se mantiene el ingreso, como posibilidad, en las entidades de crédito. Recordemos que en este caso en concreto, el propio reglamento habilita a la Dirección General del Tesoro para atribuir la prestación del servicio de caja y/o la condición de entidad colaboradora suya a las entidades de crédito (artículo 9.3). 
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		Artículo 63: Revisión de fallidos y rehabilitación de créditos incobrables









		Capítulo II: Garantías de la deuda		Artículo 64: Derecho de prelación

		Artículo 65: Hipoteca legal tácita

		Artículo 66: Otras hipotecas y derechos reales en garantía de los créditos de la Hacienda pública

		Artículo 67: Afección y retención de bienes









		Título III: Recaudación en período voluntario y en período ejecutivo		Capítulo I: Disposiciones generales		Artículo 68: Iniciación y terminación de la recaudación en período voluntario

		Artículo 69: Recaudación en período ejecutivo





		Capítulo II: Procedimiento de apremio		Sección 1ª: Inicio del procedimiento de apremio		Artículo 70: Providencia de apremio

		Artículo 71: Notificación de la providencia de apremio





		Sección 2ª: Desarrollo del procedimiento de apremio		Subsección 1ª: Disposiciones generales		Artículo 72: Interés de demora del período ejecutivo

		Artículo 73: Suspensión del procedimiento de apremio





		Subsección 2ª: Ejecución de garantías		Artículo 74: Ejecución de garantías





		Subsección 3ª: Normas sobre embargos		Artículo 75: Diligencias de embargo

		Artículo 76: Práctica de los embargos

		Artículo 77: Concurrencia de embargos

		Artículo 78: Embargo de dinero en efectivo

		Artículo 79: Embargo de dinero en cuentas abiertas en entidades de crédito

		Artículo 80: Embargo de valores

		Artículo 81: Embargo de otros créditos, efectos y derechos realizables en el acto o a corto plazo

		Artículo 82: Embargo de sueldos, salarios y pensiones

		Artículo 83: Embargo de bienes inmuebles y de derechos sobre éstos

		Artículo 84: Anotación preventiva en el Registro de la Propiedad de los embargos de bienes inmuebles y de derechos sobre éstos

		Artículo 85: Requisitos de los mandamientos para la anotación preventiva de los embargos de bienes inmuebles y de derechos sobre éstos

		Artículo 86: Presentación de los mandamientos en el Registro de la Propiedad

		Artículo 87: Incidencias en las anotaciones preventivas de embargo en el Registro de la Propiedad

		Artículo 88: Contestaciones de los registradores

		Artículo 89: Embargo de intereses, rentas y frutos de toda especie

		Artículo 90: Embargo de establecimientos mercantiles e industriales

		Artículo 91: Embargo de metales preciosos, piedras finas, joyería, orfebrería, antigüedades y otros objetos de valor histórico o artístico

		Artículo 92: Embargo de los restantes bienes muebles y semovientes

		Artículo 93: Embargo de créditos, efectos, valores y derechos realizables a largo plazo





		Subsección 4ª: Normas sobre depósito de los bienes embargados		Artículo 94: Depósito de bienes embargados

		Artículo 95: Funciones del depositario

		Artículo 96: Derechos, deberes y responsabilidad del depositario de bienes embargados





		Subsección 5ª: Enajenación de los bienes embargados		Artículo 97: Valoración y fijación del tipo

		Artículo 98: Títulos de propiedad

		Artículo 99: Formación de lotes y orden para su enajenación

		Artículo 100: Formas de enajenación

		Artículo 101: Acuerdo de enajenación y anuncio de la subasta

		Artículo 102: Subastas de bienes agrupados y simultáneas

		Artículo 103: Licitadores

		Artículo 104: Desarrollo de la subasta

		Artículo 105: Subastas a través de empresas o profesionales especializados

		Artículo 106: Enajenación por concurso

		Artículo 107: Enajenación mediante adjudicación directa





		Subsección 6ª: Adjudicación de bienes y derechos a la Hacienda pública		Artículo 108: Competencia

		Artículo 109: Adjudicación de bienes y derechos

		Artículo 110: Inscripción y cancelación de cargas





		Subsección 7ª: Actuaciones posteriores a la enajenación		Artículo 111: Escritura pública de venta y cancelación de cargas

		Artículo 112: Levantamiento del embargo





		Subsección 8ª: Costas del procedimiento de apremio		Artículo 113: Costas del procedimiento de apremio

		Artículo 114: Honorarios y gastos de depósito y administración

		Artículo 115: Liquidación de las costas









		Sección 3ª: Terminación del procedimiento de apremio		Artículo 116: Terminación del procedimiento de apremio





		Sección 4ª: Tercerías		Artículo 117: carácter de la tercería

		Artículo 118: Competencias en materia de tercerías

		Artículo 119: Formas, plazos y efectos de la interposición de la tercería

		Artículo 120: Tramitación y resolución de la tercería

		Artículo 121: Efectos de la estimación de la reclamación de tercería

		Artículo 122: Tercerías a favor de la Hacienda pública





		Sección 5ª: Actuaciones de la Hacienda pública en procedimientos concursales y en otros procedimientos de ejecución		Artículo 123: Actuaciones de la Hacienda pública en procedimientos concursales y en otros procedimientos de ejecución













		Título IV: Procedimiento frente a responsables y sucesores		Capítulo I: Responsables		Artículo 124: Declaración de responsabilidad

		Artículo 125: Certificación por adquisición de explotaciones o actividades económicas

		Artículo 126: Certificado expedido a instancia de los contratistas o subcontratistas de obras y servicios





		Capítulo II: Sucesores		Artículo 127: Procedimiento de recaudación frente a los sucesores









		Título V: Disposiciones especiales		Artículo 128: Exacción de la responsabilidad civil por delito contra la Hacienda pública





		Disposiciones adicionales		DA 1ª: Órganos equivalentes de las comunidades autónomas, ciudades con Estatuto de Autonomía de Ceuta y Melilla o de las entidades locales

		DA 2ª: Criterios de coordinación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria con la Tesorería General de la Seguridad Social en procesos concursales

		DA 3ª: Asistencia mutua en materia de recaudación

		DA 4ª: Norma de organización específica





		Disposiciones transitorias		DT 1ª: Derechos de traspaso

		DT 2ª: Obtención de información, facultades y adopción de medidas cautelares en la gestión recaudatoria

		DT 3ª: Régimen transitorio del Reglamento General de Recaudación





		Disposición final única		DFU: Habilitación normativa
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